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18198/  2023 ANDRADE, ELIANA Y OTRO c/ EN - JEFATURA 
DE GABINETE DE MINISTROS DE LA NACION - DECAD 2020
/431 - LEY 25326 s/AMPARO LEY 16.986

 

Buenos Aires,     de  .- septiembre de 2023 GEG

AUTOS Y VISTOS:
Para resolver la medida cautelar solicitada por las 

accionantes, y
CONSIDERANDO: 

 La accionante I. Eliana Andrade y el
OBSERVATORIO DE DERECHO INFORMÁTICO
ARGENTINO (O.D.I.A) promueven acción de amparo colectivo a
su respecto ) en los términos del art.43(vide. apartado III Objeto
contra el Estado Nacional, Jefatura de Gabinete de Ministros, a fin de
que se declare la inconstitucionalidad del art.1 de la Decisión
Administrativa nº 431/2020 del Jefe de Gabinete de Ministros de la
Nación y del art.5 (referido al consentimiento), inc.2º, apartado b) de
la Ley 25.326 de Protección de Datos Personales.

Indican que la interpretación conjunta de aquella
normativa habilita efectuar cesiones de datos entre Administraciones
Públicas para fines distintos a los que fueron recolectados; que –al
tiempo de recabarse tal información- el titular no sea informado de la
posibilidad de dicha cesión por no estar previsto ello en la norma que
regula el almacenamiento; que la cesión se efectúe sin el
consentimiento del afectado y que la autorización para realizar esas
cesiones pueda emanar de una norma de rango inferior a la ley.

Advierten que la disposición exime a la
Administración de cumplir con su obligación de información y
advertencia, por lo que el art.5, inc.2, b) de la Ley 25.326, contendría
una excepción a la regla del art.11 de la propia norma, según la cual
la cesión de datos sólo es posible previo consentimiento del
interesado, alterando de este modo una norma de mayor jerarquía
constitucional.

Afirman que se afectan los derechos a la intimidad,
privacidad y autodeterminación en materia de datos personales,
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consagrados en la Ley de Protección de los Datos Personales (Ley
25.326); la Constitución Nacional (arts.19, 33,43, y 75 inc. 22), la
Declaración Universal de los Derechos Humanos (art.12); el Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art.17) y la Opinión
Consultiva OC-6/86 (principio de legalidad).

Añaden que el art.1 de la Decisión Administrativa
cuestionada, dispone que las jurisdicciones, entidades y organismos
de la Administración Pública Nacional, deberán transferir, ceder o
intercambiar entre sí los datos e información que, por sus
competencias, obren en sus archivos, registros, bases o banco de
datos, con el único fin de realizar acciones útiles para la protección de
la salud pública, durante la vigencia de la emergencia en materia
sanitaria, con motivo de la pandemia por COVID 19.

Finalmente requieren el dictado de una medida
cautelar disponiendo la suspensión temporal de los efectos de la DA 

. 431/2020 (vide. apartado IX).
En tal sentido, solicitan se ordene al Estado Nacional

cesar la recopilación, transmisión y tratamiento de datos personales,
desde las jurisdicciones, entidades y organismos de la Administración
Pública Nacional (cfr. art 8 inc. a, b y c de la Ley N°24.156) hacia la
Jefatura de Gabinete de Ministros, que excedan los límites
establecidos por el consentimiento expreso, manifestado por el titular
de dichos datos, al momento de su recolección.

II. Con fecha 9 de agosto de 2023 el Estado Nacional
(Jefatura de Gabinete de Ministros - Dirección General de Asuntos
Jurídicos - Dirección de Asuntos Contenciosos) produce el informe
requerido en los términos del art. 4 de la ley 26.854 y plantea
excepción como previo y especial pronunciamiento de falta de 
legitimación activa y ausencia de caso.

Asimismo al producir el referido informe solicita se
desestime la medida peticionada, con costas, por los motivos que allí
expuso y se dan aquí por reproducidos para evitar repeticiones
innecesarias.
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 En tanto, conferido que fuera el traslado de lasIII.
excepciones articuladas por la accionada, las accionantes las
contestan con fecha 28 de agosto del corriente año solicitado el
rechazo de las mismas.

 Con IV. fecha 31 de agosto de 2023 se pasan los
autos a Resolver y con fecha 7 de septiembre del corriente año se
amplía dicha providencia.

 Por evidentes principios metodológicos, debeV.
comenzarse con el análisis de la excepción de falta de legitimación
activa y ausencia de caso.

Al respecto he de señalar que toda vez que las
excepciones planteadas han sido realizadas al momento de presentar
el informe previsto por el art. 4 de la Ley Nº 26.854, no resulta esta la
oportunidad procesal para su interposición (artículos 346 y 347 del
CPCCN), por consiguiente no corresponde su tratamiento en esta
etapa procesal.

Máxime cuando el art.16 de la ley 16.986, indica que
en la acción de amparo: “….no podrán articularse cuestiones de
competencia,  ni incidentes”. (el subrayado meexcepciones previas
pertenece).

 Despejado ello, abordaré el tema de la medidaVI.
cautelar requerida.

En primer lugar, cabe recordar que la procedencia de
la medida solicitada se halla condicionada a que se acredite: 1°) la
apariencia o verosimilitud del derecho invocado por quien las solicita
(fumus bonis iuris), y 2°) el peligro en la demora, que exige la
probabilidad de que la tutela jurídica definitiva que la actora aguarda
de la sentencia a pronunciarse no pueda, en los hechos, realizarse, es
decir que, a raíz del transcurso del tiempo, los efectos del fallo final
resulten prácticamente inoperantes (cfr. CNACAF, Sala IV in re
"Metrovías S.A. c/ E.N. M° Planificación-Resol 1239/05 ONABE
Disp. 313/03", expte. nº 15.264/06 de fecha 5/06/08, Sala III in re
"Marchevsky, Rubén Alberto c/ UBA-FTD CCEC- RS
1799-1800-3201-Concurso 364736/08 y otros s/ medida cautelar
autónoma" expte. nº 11.487/08, del 18/12/08, Sala I in re "Centurión,
Martín Abel -Inc. Med. c/ E.M. MS Justicia -SPF- Dto 2.807/93 s/
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Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg" expte. nº 22.923/09,
del 22/09/09, entre muchos otros).

VII. Asimismo, no debe olvidarse que cuando está de
por medio un obrar estatal que goza de presunción de legitimidad (ley
19549, art. 12) y tiene grave incidencia en el bien público, la
concurrencia de los requisitos normalmente exigibles para la
procedencia de la cautela pretendida debe ser analizada con mayor
rigor y especial prudencia (cfr. CNACAF, doctrina de fallos: “U.B.A.
-Incidente- c/ Estado Nacional s/ proceso de conocimiento”, 28/05
/98, Sala I; “Cooperativa de Trabajo Villa Celina Ltda. c/ E.N. PEN
Dto. 1473/01 Ley 22.285 y otros s/amparo ley 16.986”, Sala II, 8/08
/02; “Transportes Metropolitanos Gral. San Martín S.A. -Inc Med- c/
EN -Dto 479/94 y 1418/99 y otros s/ Amparo ley 16.986”, Sala IV, 16
/09/04; entre otros).

 La finalidad de este tipo de medidas es impedirVIII.
que, durante el lapso que inevitablemente transcurre entre la
iniciación de un proceso y el pronunciamiento de la decisión final,
sobrevenga cualquier circunstancia que imposibilite o dificulte la
ejecución forzada o torne inoperantes los efectos de la resolución
definitiva, para así asegurar los derechos litigiosos y que el interés
legítimo de una parte no se vea afectado por el hecho de la otra, o de
un tercero (confr.: Palacio, Lino E., “Derecho Procesal Civil”, T1
VIII, pág. 14 y ss., y en tal sentido, art. 232 del Código Procesal;
Novellino, Norberto “Embargo y desembargo y demás medidas
cautelares”, pág. 324).

 Ahora bien, dada la brevedad de los plazos queIX.
consagra la ley de amparo y teniendo en cuenta, que en autos ya se ha
ordenado librar oficio a la accionada JEFATURA DE GABINETE
DE MINISTROS DE LA NACION con fecha 7/9/2023 a fin de que
produzca el informe previsto en el art. 8° de la ley 16.986 entiendo
que el requisito de peligro en la demora que establece el inciso 2° del
artículo 230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación para
la procedencia de la medida cautelar solicitada, no se encuentra
suficientemente acreditado.

Sentado ello, debo señalar que si bien es cierto que los
dos requisitos exigidos por el art. 230 del C.P.C.C.N. se hallan
relacionados de modo tal que, a mayor peligro en la demora no cabe
ser tan exigente en la demostración de la verosimilitud del derecho y
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viceversa, ello es posible cuando, de existir realmente tal peligro en la
demora, se haya probado en forma mínima el fumus bonis juris; no
pudiendo ser concedida la medida cautelar cuando no se ha podido
demostrar alguno de los requisitos (confr. CNContAdmFed, Sala IV, 6
/7/99, autos: “Glusberg, Jorge Benjamín c/ E.N. Secretaría de Cultura
Sec. Función Púb. Rsls. 124/98 73/99 s/ amparo ley 16.986” causa Nº
16.965/99, Sala I, 2/09/11, "Club Atlético River Plate (Asoc Civil) c
/EN-M° Seguridad -UCS y PVEF-Resol 12/11 s/amparo ley 16.986”
expte. nº 28.943/11).

 Asimismo, cabe agregar que, no corresponde dictarX.
a título precautorio decisiones cuyo objeto coincida total o
parcialmente con el de la demanda, ya que después de su dictado el
proceso quedaría vacío de contenido al satisfacerse por medio de la
cautelar el objeto de la pretensión (cfr. CNACAF, Sala IV, sentencia
del 5/4/90 in re “Tradimex”; ídem, Sala I, sentencia del 13/12/90 in re
“Triulzi”).

Por todo lo expuesto,
RESUELVO:
Rechazar la medida cautelar solicitada por los

accionantes.
Regístrese y notifíquese por Secretaría a las partes. 
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